La Tortura en el ámbito nacional.

Normatividad interna Veracruz

VERACRUZ (ACUERDO)

 PUBLICADO EN LA GACETA OFICIAL DEL ESTADO 
NÚM. EXT. 320 DE FECHA 8 DE OCTUBRE DE 2010. 

GOBIERNO DEL ESTADO 
——— 

PROCURADURÍA GENERAL DE JUSTICIA 

Al margen un sello que dice: Veracruz.—Gobierno del Estado. 

Acuerdo 31/2010 del ciudadano Salvador Mikel Rivera, Procurador General de Justicia, por el que se adopta el Dictamen Médico/Psicológico Especializado para Casos de Posible Tortura y/o Maltrato. 

Con fundamento en los artículos 21 y 20 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 52 y 53 de la Constitución Política del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave; 1, 2, 8 y 10 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado; 1, 2 fracciones I, III, VIII y XI, 3, 8 fracciones II y VIII, 9 fracción I, 13, 14, 17, 18, 23 fracciones IX, XII y XVI, 26, 30, 32 y 33 de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado; 19, 26, 49, 58, 59, 64, 74, 80, 133, 143 y 144 del Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia, y 

C O N S I D E R A N D O 

I. Que el Ministerio Público tiene el deber de ejercer con eficacia y eficiencia sus atribuciones, erradicando la impunidad en todas sus expresiones, procurando una justicia pronta y expedita a la sociedad que lo reclama, observando invariablemente el estricto respeto a los derechos humanos y conduciendo su actuación apegada a los principios de buena fe, legalidad, honradez, objetividad, imparcialidad, profesionalismo, indivisibilidad, jerarquía y autonomía en sus funciones. 

II. Que conforme al Plan Veracruzano de Desarrollo, uno de los objetivos del Gobierno consiste en asegurar la vigencia del Estado de Derecho, mediante la actualización, reforma y modernización del marco jurídico y el fortalecimiento de las instituciones responsables de la seguridad pública, de la procuración e impartición de justicia, del sistema penitenciario, y de los mecanismos de protección de los derechos humanos, a fin de garantizar la vida, la libertad, la seguridad, la integridad física, el patrimonio y el libre ejercicio de los derechos de los veracruzanos, para recuperar la confianza de los ciudadanos en sus autoridades; así como, el promover la cultura de la legalidad, que abarque el reconocimiento y el respeto a los derechos humanos y la instauración de prácticas de prevención del delito. 

III.Que la prohibición de la tortura representa un elemento común al derecho humanitario internacional y al derecho internacional de los derechos humanos. Son diversos los instrumentos a nivel internacional de protección de todas las personas contra la tortura o tratos crueles, inhumanos o degradantes, entre ellos, la Declaración Universal de Derechos Humanos, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, las Reglas mínimas para el tratamiento de los reclusos, la Declaración sobre la Protección de todas las Personas contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes y la Convención contra la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos y Degradantes. 

IV. Que la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, artículo 20, Apartado A fracción II, en su texto anterior a la reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, establece que está prohibida y será sancionada por la Ley Penal, toda incomunicación, intimidación o tortura. 

V. Que la Ley Número 21 para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Veracruz, publicada en la Gaceta Oficial desde el 17 de abril de 1999, tiene por objeto la prevención y sanción de la tortura. En su artículo 3, establece que "Comete el delito de tortura, el que inflija dolosamente a cualquier persona dolores o sufrimientos graves, sean físicos o síquicos, con el fin de obtener de ella o de un tercero información o una confesión, o castigarla por un acto que haya cometido o se sospeche ha cometido, o coaccionarla para que realice o deje de realizar una conducta determinada." 

VI. Que el 9 de agosto de 1999, la Oficina del Alto Comisionado de las Naciones Unidas para los Derechos Humanos adoptó el Manual para la Investigación y Documentación eficaces de la Tortura y otros Tratos o Penas Crueles, Inhumanos o Degradantes, mejor conocido como "Protocolo de Estambul". 

En dicho documento se establecen las directrices internacionales aplicables a la evaluación de aquellas personas que aleguen haber sufrido tortura y malos tratos, para investigar casos de presunta tortura y para comunicar los hallazgos realizados a los órganos judiciales y otros órganos investigadores. Y, señala que "Las directrices que contiene este manual no se presentan como un protocolo fijo. Más bien representan unas normas mínimas basadas en los principios y que deben utilizarse teniendo en cuenta los recursos disponibles." 

VII. Que las procuradurías generales de justicia del país, a través de la Conferencia Nacional de Procuración de Justicia, coinciden en la importancia de adoptar, instrumentar y operar el Protocolo de Estambul, al compartir el desafío de construir una nación de justicia y de leyes, de bienestar y progreso, de libertad y democracia, para proteger cabalmente la integridad y los derechos de las personas; así como, propiciar un clima de orden y paz para garantizar la plena vigencia del Estado de Derecho. 

VIII. Que la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia del Estado, en su artículo 30 párrafo primero, establece que son auxiliares directos del Ministerio Público, la policía adscrita a la Agencia Veracruzana de Investigaciones y los Servicios Periciales. Y, el artículo 32 dispone que "Los servicios periciales estarán bajo la autoridad y mando inmediato del Ministerio Público, sin perjuicio de la autonomía técnica e independencia de criterio que les corresponda en el estudio y dictamen de los asuntos que les sean encomendados." 

IX. Que el Reglamento de la Ley Orgánica de la Procuraduría General de Justicia, en su artículo 143, señala que los Servicios Periciales son un cuerpo integrado, fundamentalmente, por peritos, que operan en auxilio del Ministerio Público, bajo cuya autoridad y mando inmediato actuarán, sin perjuicio de la autonomía técnica e independencia de criterio que les corresponda en el estudio y dictamen de los asuntos que les sean encomendados. También actuarán en auxilio de los Jueces y de otras autoridades, cuando para el examen de personas, hechos, cosas o animales se requieren conocimientos especiales de las ciencias, las artes, los oficios y la tecnología. 

X. Que derivado de los compromisos que esta Procuraduría ha asumido en materia de derechos humanos, es importante que se adopte oficialmente el Dictamen Médico/Psicológico Especializado para casos de posible Tortura y/o Maltrato; así como, que se establezcan las directrices que deberán seguir los agentes del Ministerio Público y los peritos médicos y psicólogos forenses de esta Institución para la aplicación de dicho dictamen. 

Por lo anterior, he tenido a bien expedir el siguiente: 

ACUERDO 31/2010 

Artículo 1. Se establece oficial la adopción del Dictamen Médico/Psicológico Especializado para casos de posible Tortura y/o Maltrato (Dictamen Médico/Psicológico), basado en el Protocolo de Estambul, que se anexa al final del presente. 

Artículo 2. El Dictamen Médico/Psicológico es el documento suscrito por peritos médicos y psicólogos forenses de la Procuraduría General de Justicia, a través del cual se rendirá al agente del Ministerio Público Investigador el resultado del examen médico/psicológico que se practique a cualquier persona que alegue dichos abusos, a efecto de correlacionar los hallazgos físicos y/o psicológicos con los hechos denunciados y los demás elementos de prueba de la investigación ministerial correspondiente. 

Artículo 3. El agente del Ministerio Público ordenará a los peritos médicos y psicólogos forenses la práctica del Dictamen Médico/Psicológico en los supuestos siguientes: 

I. Cuando así lo denuncie cualquier persona que alegue haber sido objeto de tortura y/o maltrato, su representante legal o algún familiar; 

II. Cuando a juicio del perito médico o psicólogo forense que lleve a cabo el examen del detenido, existan signos o indicios de posible tortura y/o maltrato; 

III.Cuando por cualquier circunstancia algún servidor público conozca de un hecho posiblemente constitutivo de tortura, o 

IV. Cuando lo instruya el Procurador General de Justicia o el Subprocurador Regional de la zona correspondiente. 

Artículo 4. El Dictamen Médico/Psicológico se practicará con el consentimiento, expreso e informado, de la persona que alegue haber sido objeto de dichos abusos, para que sea revisada en su integridad psicofísica; siempre que previamente se haya hecho de su conocimiento, por parte del agente del Ministerio Público investigador, de forma clara y precisa, la trascendencia de dicho acto, debiendo obrar para tal efecto la firma del presunto agraviado. De lo contrario, se hará constar su negativa en actuaciones. 

Artículo 5. Para dar cumplimiento al artículo anterior, a la persona que alegue haber sido objeto de tortura y/o maltrato, a efecto de que otorgue su consentimiento expreso e informado al inicio del examen médico psicológico, se le hará saber lo siguiente: 

I. El propósito del examen; 

II. La naturaleza de la evaluación, incluyendo una valoración de evidencia física y/o psicológica de posible abuso; 

III.La manera como será utilizada la información; 

IV. La posibilidad de otorgar o negar su consentimiento para la práctica de la entrevista y el examen médico, y 

V. Del derecho a ser reconocido por un perito médico y, a falta de éste o si lo requiere además, por un médico de su elección en los términos del artículo 8 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Veracruz. 

Dicho médico deberá contar con los conocimientos necesarios para la aplicación del Dictamen Médico/Psicológico. 

Artículo 6. El agente del Ministerio Público Investigador del conocimiento dará intervención a los peritos médicos y psicólogos forenses correspondientes, en forma conjunta para la realización del Dictamen, mediante oficio dirigido a la Dirección de los Servicios Periciales, quien girará las instrucciones respectivas para que sea atendida, a la brevedad, la solicitud de intervención. 

Artículo 7. El formato del Dictamen Médico/Psicológico será elaborado en papel seguridad. La Dirección de los Servicios Periciales será la responsable de distribuir los formatos del Dictamen Médico/Psicológico, por lo que deberá cuidar que se asiente en el contrarecibo la firma del perito que los reciba, el número de formatos recibidos; así como, los folios que correspondan a cada uno de ellos. 

Asimismo, dicha Dirección deberá llevar un control de los formatos utilizados. En dicho control se especificará el número de folio del dictamen, el nombre de los peritos médico y psicólogo forense; así como, el de la persona a la que se le aplique. 

Artículo 8. La Dirección de los Servicios Periciales será el área responsable de atender las dudas que surjan respecto a la aplicación del Dictamen Médico/Psicológico. 

Artículo 9. El formato original del Dictamen Médico/Psicológico deberá agregarse al expediente de la investigación ministerial que el agente del Ministerio Público Investigador haya de iniciar por hechos de posible tortura y/o maltrato; en la inteligencia de que el resultado que arroje el Dictamen evidencie indicios suficientes para presuponer la existencia de tal ilícito. De lo contrario, el original del Dictamen de referencia se agregará a las constancias de la indagatoria en que esté actuando el agente del Ministerio Público. 

De conformidad con lo señalado en el "Protocolo de Estambul", la policía que investigue los hechos de tortura no tendrá acceso ni recibirá copia del Dictamen Médico/ Psicológico, pues éste constituye un elemento de convicción para el agente del Ministerio Público, y no de investigación para aquéllos. 

Artículo 10. Se crea el Comité de Monitoreo y Evaluación del Dictamen Médico/Psicológico que estará conformado por los titulares de las áreas siguientes: 

I. Subprocuraduría Especializada en asuntos Indígenas; 

II. Subprocuraduría de Supervisión y Control; 

III.Dirección General de Investigaciones Ministeriales; 

IV. Dirección General de Control de Procesos; 

V. Agencia Veracruzana de Investigaciones; 

VI. Dirección del Centro de Atención a las Víctimas del Delito; 

VII. Dirección de los Servicios Periciales, y 

VIII. Visitaduría Encargada de la atención a Quejas de Derechos Humanos. 

Las ausencias de éstos serán suplidas por los servidores públicos que los titulares designen, los que deberán tener un nivel jerárquico inmediato inferior al suplido. 

Se invitarán a participar como integrantes permanentes del Comité de Monitoreo y Evaluación del Dictamen Médico/Psicológico, con derecho a voz, a un representante de la Comisión de Derechos Humanos del Estado y a un representante del Instituto de Medicina Forense de Veracruz. 

Los cargos de los integrantes de la Comisión serán honoríficos y por lo tanto no recibirán remuneración alguna por su participación en el mismo. 

Artículo 11. El Comité de Monitoreo y Evaluación del Dictamen Médico/Psicológico será la instancia normativa de operación, control, supervisión y evaluación de dicho documento, teniendo al efecto las siguientes atribuciones: 

I. Verificar que el proceso de aplicación del Dictamen Médico/Psicológico se ajuste a las directrices establecidas en el presente Acuerdo; 

II. Crear mecanismos que permitan el eficaz monitoreo de aplicación y evaluación de todos los casos en que se emplee el Dictamen Médico/Psicológico; 

III.Emitir directrices que permitan a las áreas administrativas y de profesionalización de la Institución, la capacitación continua del personal involucrado en la aplicación del Dictamen Médico/Psicológico; 

IV. Elaborar reportes relacionados con las dificultades, obstáculos y deficiencias que haya implicado la documentación e investigación de casos de supuesta tortura y/o maltrato en la Institución, haciendo las sugerencias que resulten necesarias para resolver y enfrentar aquéllos, y 

V. Diseñar programas de difusión y educación para promover la generación de una cultura en favor del respeto a los derechos humanos que permita erradicar la tortura y el maltrato. 

Artículo 12. El funcionamiento del Comité de Monitoreo y Evaluación del Dictamen Médico/Psicológico se sujetará a las bases siguientes: 

I. El Comité será presidido por el Subprocurador de Supervisión y Control y tendrá las facultades siguientes: 

a. Presidir y dirigir las sesiones del Comité; 

b. Acordar la convocatoria a sesiones del Comité, que serán notificadas cuando menos con 48 horas de anticipación a sus integrantes, y 

c. Las demás que sean necesarias para el buen funcionamiento del Comité. 

II. El Secretario Técnico del Comité será el titular de la Visitaduría Encargada de la atención a Quejas de Derechos Humanos y tendrá las facultades siguientes: 

a. Representar al Comité ante cualquier autoridad; 

b. Formular las convocatorias a sesiones del Comité, previo acuerdo de su Presidente; 

c. Integrar los expedientes de los asuntos que deban ser tratados en el seno del Comité; 

d. Dar seguimiento a los acuerdos y resoluciones del Comité e informar sobre su cumplimiento; 

e. Registrar los asuntos, acuerdos y resoluciones del Comité, así como conservar su archivo; y 

f. Las demás que le otorgue el Presidente del Comité. 

III.Para que las sesiones del Comité sean válidas se requiere la presencia de la mitad más uno de sus miembros; 

IV. El Comité se reunirá de manera ordinaria una vez al año y, de manera extraordinaria, las veces que sean necesarias para el cumplimiento de sus fines, a solicitud de alguno de sus integrantes y previo acuerdo de su Presidente. 

V. Las decisiones del Comité se tomarán por mayoría de los miembros presentes. En caso de empate el Presidente tendrá voto de calidad; y 

VI. De las resoluciones del Comité se levantará acta por escrito que será firmada por su Presidente y el Secretario Técnico. 

Artículo 13. El servidor público que en ejercicio de sus funciones conozca de un hecho de tortura está obligado a denunciarlo de inmediato; si no lo hiciere se procederá conforme a lo previsto en el artículo 10 de la Ley para Prevenir y Sancionar la Tortura en el Estado de Veracruz. 

Artículo 14. El incumplimiento a las disposiciones del presente acuerdo será causa de responsabilidad administrativa o penal según corresponda. 

Artículo 15. Los Subprocuradores; los Directores de Investigaciones Ministeriales, de Control de Procesos, de Servicios Periciales y de Atención a Víctimas del Delito; el Encargado de la atención a Quejas de Derechos Humanos y el titular de la Agencia Veracruzana de Investigaciones vigilarán que sea debidamente acatado el presente acuerdo. 

T R A N S I T O R I O S 

Primero. El presente acuerdo entrará en vigor al día siguiente de su publicación oficial. 

Segundo. Publíquese en la Gaceta Oficial, órgano del Gobierno del Estado de Veracruz de Ignacio de la Llave. 

Dado en la ciudad de Xalapa, Enríquez, Veracruz, a los siete días del mes de octubre del año dos mil diez. 

El procurador general de Justicia 

Salvador Mikel Rivera 

Rúbrica.

